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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor JUAN CARLOS ARCILA GARCÍA, en contra del JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso.
ANTECEDENTES:
Refirió el accionante que fue condenado por parte del Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal el día 9 de noviembre de 2015, por haber incurrido en la comisión del delito de acceso carnal violento, Despacho que le impuso en esa oportunidad una pena de prisión de 87 meses y 10 días. 
Posteriormente fue condenado por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, mediante sentencia del 7 de septiembre de 2016, a la pena de 84 meses de prisión, por la conducta punible de acceso carnal en persona puesta en incapacidad de resistir. 
Más adelante resultó también condenado por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, por haberlo hallado responsable de la comisión del delito de acceso carnal violento, en concurso con hurto agravado. 

Finalmente, fueron acumuladas jurídicamente las penas relacionadas anteriormente por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, Despacho que incurrió, a criterio suyo, en un error desproporcionado al dosificar la pena de prisión que debería expiar como resultado de esa acumulación, al imponerle 221 meses, que de acuerdo a los descuentos que para ese tipo de casos le concede la ley, deberían ser 176 meses. 
Así las cosas, considera que en su caso procedería en sede de tutela una acción de revisión, conforme a los parámetros del artículo 192 de la Ley 906 de 2004 y 220 de la Ley 600 de 2000, dado que el Juez ejecutor de su pena incurrió con su decisión en una vía de hecho. 
También le parece que los jueces que profirieron las respectivas sentencias condenatorias en su contra, se apartaron de los criterios de razonabilidad, y se negaron a cumplir los presupuestos del in dubio pro reo, pues no decretaron las pruebas solicitadas en el proceso, ni tuvieron en cuenta que las víctimas no asistieron a las audiencias, lo que demuestra que éstas mintieron. 
Cuestionó también que careció de defensa técnica en el desarrollo de sus procesos, pues lo que hicieron sus abogadas fue recomendarle que se autoincriminara, sumado a ello, dice que si la Fiscalía y los Jueces hubieran actuado conforme a sus deberes, las decisiones habrían sido absolutorias, puesto que no quedó probado más allá de toda duda razonable que fuera él el culpable de los hechos que se le endilgaban.
De igual forma, expuso que se incurrió por parte de los jueces de conocimiento en un defecto procedimental por violación al debido proceso, dado que en sus motivaciones sólo se dedicaron a narrar los hechos, sin sustentar de manera real la decisión. También se incurrió en un desconocimiento del precedente, al no acoger la jurisprudencia que al respecto de temas como el suyo han decantado las Altas Cortes, limitándose a dar aplicación a la ley ordinaria.    
LO QUE SOLICITA:
Con base en todo lo dicho, solicita el accionante que se amparen sus derechos fundamentales, y en consecuencia, se deje sin efectos la decisión condenatoria tomada por los Juzgados accionados, y en su lugar, se profieran decisiones de carácter absolutorio en favor suyo. Además, se corrija el error en el cual incurrió el Juez de ejecución de penas en el momento de efectuar la acumulación jurídica de sus penas.
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 12 de enero del año avante, fecha en la cual se avocó su conocimiento, y se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a los Juzgados Segundo Penal del Circuito de Pereira y Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, con el fin de que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. Además, se ordenó la vinculación de los demás sujetos intervinientes dentro del proceso penal cuestionado. Más adelante se vinculó de manera oficiosa al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad. 

RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS: 
JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO DE SANTA ROSA DE CABAL: Expuso que efectivamente ese Despacho profirió dos sentencias con sentido condenatorio en contra del aquí accionante, la primera de ellas del 9 de noviembre de 2015, y la segunda, emitida el 15 de marzo de 2017, encontrándose ambas debidamente ejecutoriadas, por lo que no es viable realizar por medio de este mecanismo una revisión de esas decisiones. 
FISCALÍA 36 SECCIONAL CAIVAS: Se refirió al proceso penal adelantado en contra del señor Arcila García ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, Despacho ante el cual el libelista aceptó de manera libre, consiente y voluntaria los cargos por los cuales se le estaba investigando, esto es, acceso carnal abusivo con persona puesta en incapacidad de resistir. 
ABOGADA MARÍA TORCOROMA PRINCE NAVARRO: Explicó que en dos oportunidades diferentes ha fungido como apoderada judicial del señor Juan Carlos Arcila García, dentro de los procesos que en su contra se ha adelantado por parte del Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, y en ambas ha coincidido que él mismo ha aceptado los cargos desde la audiencia de formulación de imputación, con el fin de ayudar a la administración de justicia, y además ganarse el descuento ofrecido por la Fiscalía. 

Señaló que en la primera oportunidad se le concedió un considerable descuento del 50% de la pena por su aceptación, y además se partió de los cuartos mínimos, por lo que no se interpuso ningún tipo de recurso, ya que tanto ella, en su calidad de representante judicial, como él, consideraron que la misma estaba ajustada a derecho. Tal situación ocurrió de idéntica forma en la segunda oportunidad. 

FISCALÍA 34 SECCIONAL DE PEREIRA: En lo que interesa dentro del presente asunto, expuso que fungió como Fiscal dentro del proceso llevado en contra del señor Arcila García ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta Ciudad, y en ejercicio de su rol, le imputó cargos al procesado el 10 de febrero de 2017, mismos que fueron aceptados por él, lo que llevó a que se profiriera sentencia condenatoria en su contra, la cual se encuentra debidamente ejecutoriada. 

Así mismo, indicó que fue ella misma quien se desempeñó como Fiscal 30 Seccional de Santa Rosa de Cabal en la época en que fue procesado el actor, momento para el cual también ocurrió el fenómeno de aceptación de cargos por parte suya.  
JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD: Explicó que esa célula judicial decidió mediante proveído del 12 de mayo de 2017, acumular jurídicamente las tres penas impuestas al señor Juan Carlos Arcila García, y en atención a lo contemplado en el artículo 31 del Código Penal, se partió para ello de la pena más grave, que era la de 122 meses, y adicionándole el 50% de cada una de las penas impuestas en los otros dos procesos, para un total de pena acumulada de 207 meses y 20 días. 

Puntualizó que en contra de esa decisión no se interpuso recurso alguno, por lo que al parecer lo que pretende el actor es usar la acción de tutela como una tercera instancia en contra de aquella decisión.  
PROBLEMA JURÍDICO 

De lo narrado por el accionante en su escrito de tutela, se desprenden dos problemas jurídicos a saber: i) El primero de ellos está relacionado con la solicitud de anular las decisiones condenatorias impartidas en su contra por parte de los Juzgados accionados, para en su lugar, absolverlo de todos los cargos por los que en esas oportunidades fue investigado; ii) El segundo tiene que ver con la inconformidad frente a la decisión del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, al momento de realizar la acumulación jurídica de las penas por las cuales resultó condenado, pues a su criterio la dosificación realizada por parte de dicho Juez, le resulta desproporcionada. 
Previo a hacer algún pronunciamiento respecto de los problemas jurídicos planteados, se deberá establecer si para el caso concreto se cumple con los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela.    

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.
Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
. Consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
En el presente asunto, la acción constitucional va encaminada a atacar unas decisiones judiciales, por medio de las cuales el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad y el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en distintas oportunidades, lo declararon penalmente responsable por incurrir en las conductas típicas de acceso carnal violento, acceso carnal abusivo con persona puesta en incapacidad de resistir y hurto agravado. Así mismo, contra es el auto a través del cual el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Pereira acumuló jurídicamente las penas impuestas por los Despachos anteriores. 
Así las cosas, es necesario indicar que la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos generales y específicos sin los cuales la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente:

Requisitos generales para la procedencia de las acciones de tutela en contra de providencias judiciales
: 

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. (…)
 
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. (…) 
 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  (…)
 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  (…)
 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.  (…)
 
f. Que no se trate de sentencias de tutela.  (…)”
Así las cosas, se puede apreciar que es requisito indispensable para la procedencia de la acción constitucional, que quien la invoca haya agotado todos los medios ordinarios y extraodinarios de defensa judicial, y que además las actuaciones que a través de la solicitud de amparo reclama hayan sido expuestas al interior del proceso judicial infructuosamente.  

Lo anterior tiene su fundamento en que evidentemente el primer escenario con el que cuenta el petente para lograr la protección de sus derechos fundamentales es el del proceso, siendo la tutela el último mecanismo judicial al que debe acudir un ciudadano para buscar la protección de sus prerrogativas constitucionales. De allí que la Máxima Guardiana constitucional haya manifestado:
“Respecto de dicho mandato, ha manifestado la Corte que, dado  que el  ordenamiento jurídico cuenta con un sistema judicial de protección de los derechos constitucionales, incluyendo por supuesto los que tienen la connotación de fundamentales, la procedencia excepcional de la tutela se justifica en razón a la necesidad de preservar el orden regular de competencias asignadas por la ley a las distintas autoridades jurisdiccionales, buscando con ello no solo impedir su paulatina desarticulación sino también garantizar el principio de seguridad jurídica.

En consecuencia, en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales hay una regla general: la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos. Así lo consideró la Corte Constitucional, por ejemplo, en la sentencia T-568/94 

"Sobre el particular, debe reiterar la Sala la improcedencia de la acción de tutela cuando existen otros medios de defensa judicial, teniendo en cuenta el carácter de mecanismo excepcional concebido en defensa de los derechos fundamentales, con la característica de ser supletorio, esto es, que sólo procede en caso de inexistencia de otros medios de defensa judicial, salvo que se intente como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable -artículo 86 de la CP. y artículo 6o. del Decreto 2591 de 1991-".

 Ha destacado la jurisprudencia que la protección de los derechos constitucionales no es un asunto que haya sido reservado exclusivamente a la acción de tutela. En la medida en que la Constitución del 91 le impone a las autoridades de la República la obligación de proteger a todas las personas en sus derechos y libertades (C.P. art. 2°), se debe entender que los diversos mecanismos judiciales de defensa previstos en la ley han sido estatuidos para garantizar la vigencia de los derechos constitucionales incluidos los de carácter fundamental. De ahí que la propia Carta le haya reconocido a la tutela un carácter subsidiario frente a los demás medios de defensa judicial, los cuales se constituyen entonces en los instrumentos preferentes a los que deben acudir las personas para lograr la protección de sus derechos.”

En igual sentido, la misma Alta Corte dijo en sentencia T-103 de 2014, con ponencia del H. Magistrado Jorge Iván Palacio Palacio, que: 

“El carácter subsidiario de la acción de tutela contra providencias judiciales ha sido señalado por la Corte desde sus primeros pronunciamientos en la materia. Así, en la sentencia C-543 de 1992, se sostuvo que “tan sólo resulta procedente instaurar la acción en subsidio o a falta de instrumento constitucional o legal diferente, susceptible de ser alegado ante los jueces, esto es, cuando el afectado no disponga de otro medio judicial para su defensa, a no ser que busque evitar un perjuicio irremediable (…) Luego no es propio de la acción de tutela el sentido de medio o procedimiento llamado a reemplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus derechos constitucionales fundamentales(…) tratándose de instrumentos dirigidos a la preservación de los derechos, el medio judicial por excelencia es el proceso…” Decisión que, entre otras, fue reiterada en la sentencia SU-622 de 2001 y posteriormente en la sentencia C-590 de 2005, donde se señaló que la acción de tutela es un medio de defensa judicial subsidiario y residual, y que las acciones judiciales ordinarias constituyen supuestos de reconocimiento y respeto de los derechos fundamentales.

En igual sentido, la Sala Plena en la sentencia SU-026 de 2012, señaló lo siguiente: “Es necesario resaltar que la acción de tutela no es, en principio, el instrumento judicial adecuado para solicitar la protección de los derechos que eventualmente sean lesionados en el trámite de un proceso judicial, pues el ordenamiento jurídico ha diseñado para este efecto la estructura de órganos de la rama judicial, estableciendo un modelo jerárquico cuyo movimiento se activa a partir de la utilización de una serie de mecanismos judiciales que buscan garantizar la corrección de las providencias judiciales”. Por otra parte, en la sentencia SU-424 de 2012 se destacó: “(…) a la acción de tutela no puede admitírsele, bajo ningún motivo, como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos en estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten [47]”.”

Todo lo anterior, encuentra su justificación en la necesidad de respetar la autonomía judicial y la cosa juzgada, pues no establecer límites al ejercicio de la tutela contra decisiones judiciales generaría desconfianza por parte de la ciudadanía hacia la administración de justicia, lo que atentaría de manera directa contra la seguridad jurídica. 

“Como tercera razón, la acción de tutela instaurada contra providencias judiciales, cuando no se han agotado los mecanismos ordinarios de protección, atenta contra la seguridad jurídica del ordenamiento. No hace parte de los fines naturales de la acción de tutela el causar incertidumbre jurídica entre los asociados. Por esto,  la Corte ha reiterado que la acción de tutela contra providencias judiciales no pretende sustituir al juez natural, ni discutir aspectos legales que ya han sido definidos, o están pendientes de definir. Sin embargo, cuando se desconoce el principio de subsidiariedad, y se intenta usar la acción de tutela como otra instancia u otro recurso de litigio, sin que existan razones evidentes para advertir violaciones a derechos fundamentales, se atenta contra la cosa juzgada y contra la seguridad jurídica.”

En el presente asunto es claro que el señor Juan Carlos Arcila García fue procesado y condenado por los delitos de acceso carnal violento, acceso carnal abusivo con persona puesta en incapacidad de resistir y hurto agravado, resultado que fue reflejo de su aceptación de cargos al interior de los tres procesos penales, que él mismo aceptó, con asesoría de un profesional del derecho que lo acompañó en esos trámite. Además, en la actualidad dichas sentencias condenatorias cobraron ejecutoria dado que ninguna fue recurrida, todo lo cual, deja ver claramente que no se agotaron las instancias judiciales propias del proceso penal, que eran el escenario natural para discutir los asuntos que en este caso saca a relucir, a ello debe sumarse el principio de “irretractabilidad”, según el cual, cuando una persona que ha decidido de manera libre, consiente y voluntaria, aceptar dentro de la actuación penal los cargos que se le han atribuido, y con ocasión de ello, se profiere la respectiva sentencia, queda, por así decirlo, completamente vetado para después retractarse de esa aceptación, especialmente en casos como el presente, donde con tanta antelación quedaron ejecutoriadas las decisiones cuestionadas por él; al respecto ha dicho la Corte Suprema de Justicia: 

“La Corte ha indicado que la limitación a la posibilidad de discutir o controvertir los términos de las aceptaciones o acuerdos, ha sido normativamente regulada por la ley a través de lo que la doctrina y la jurisprudencia ha denominado principio de irretractabilidad
, que comporta, precisamente, la prohibición de  desconocer el convenio realizado, ya en forma directa, como cuando se hace expresa manifestación de deshacer el convenio, o de manera  indirecta, como cuando a futuro se discuten expresa o veladamente sus términos.  

La aceptación o el acuerdo no sólo es vinculante para la fiscalía y el implicado. También lo es para el juez, quien debe proceder a dictar la sentencia respectiva, de conformidad con lo aceptado o convenido por las partes, a menos que advierta que el acto se encuentra afectado de nulidad por vicios del consentimiento, o que desconoce garantías fundamentales, eventos en los cuales debe anular el acto procesal respectivo para que el proceso retome los cauces de la legalidad, bien dentro del marco del procedimiento abreviado, o dentro de los cauces del juzgamiento ordinario.      

Y si bien es cierto que por estos mismos motivos, es decir, cuando el proceso abreviado se adelanta con fundamento en una aceptación o acuerdo ilegal, o con quebrantamiento de las garantías fundamentales, los sujetos procesales están legitimados para buscar su invalidación en las instancias o en casación, también resulta claro que estas nociones difieren sustancialmente del concepto de retractación, que implica, como se ha dejado visto, deshacer el acuerdo, arrepentirse de su realización, desconocer lo pactado, cuestionar sus términos, ejercicio que no es posible efectuar cuando su legalidad ha sido verificada y la sentencia dictada.”

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, toda vez que como viene de decirse, a todas luces es evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues lo que se evidencia es que en la actualidad con esta acción constitucional, lo que pretende el señor Arcila García es revivir una etapa procesal que dejó fenecer, lo cual no le es dable al Juez de tutela, especialmente cuando ello se dio como consecuencia de descuido del accionante en su propio proceso.

Lo mismo ocurre con la decisión tomada por parte del Juez que en la actualidad vigila la ejecución de su pena, quien en ejercicio de sus funciones judiciales resolvió acumular jurídicamente las penas impuestas por los jueces de conocimiento, y en contra de esa decisión que fue proferida hace ya 8 meses no se interpuso ningún tipo de recurso. En ese orden, no le es dable al Juez de tutela revivir a través de este mecanismo etapas procesales que ya fenecieron, y mucho menos conceder, de manera alternativa a las vías judiciales ordinarias, beneficios que no son de su competencia.  
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: NEGAR POR IMPROCEDENTE la tutela invocada por el señor JUAN CARLOS ARCILA GARCÍA, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, Sentencia T-060 de 2016 (reiteración jurisprudencial”


� Corte Constitucional, sentencia T-1054 de 2010, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Corte Constitucional, sentencia T-211 de 2009, M.P. Dr. Luís Ernesto Vargas Silva. 


� Artículo 37 B numeral 4° del Decreto 2700 de 1991, artículo 40 de la ley 600 de 2000 y 293 de la ley 906 de 2004.


�Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Providencia del dieciocho de abril del año dos mil siete. Proceso # 27159. M. P.  MAURO SOLARTE PORTILLA.
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